SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°100                                        
            RADICACIÓN: 66001311800220180016601


ACCIONANTE: JORGE LUIS BARÓN BEDOYA
CONFIRMA NEGACIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DERECHOS A LA SALUD Y LA VIDA DIGNA / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA / OBLIGACIÓN DE PRESENTAR A LA UARIV DOCUMENTOS QUE SUSTENTEN LA PETICIÓN.

… la Resolución 1958/18 señala que las víctimas deben agendar una cita para radicar la solicitud mediante cualquiera de los canales de atención, y en la misma se le informará el trámite a seguir y los documentos que deben allegarse. Y el artículo 16 consagra que cuando la solicitud de indemnización no esté soportada en la documentación necesaria se requerirá al solicitante para que la complete, y se entenderá suspendido el término para resolver de fondo hasta que se anexe lo documentación completa, lo cual en todo caso deberá hacerse dentro de la vigencia de la Ley 1448/11.  Adicionalmente, la Ley 1755/15 que regula el derecho de petición, en su artículo 17 consagra que cuando la autoridad constate que la petición radicada está incompleta requerirá al peticionario para que la complete, lapso en el que se suspenderá el término, y de no aportar lo requerido ni pedir prórroga, se entenderá que ha desistido de la misma. 
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                                                             RAMA JUDICIAL 

   TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
 SALA N º  2 DE ASUNTOS penales 

           para adolescentes 

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

    Acta de Aprobación No. 411
1.- VISTOS

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el ciudadano JORGE LUIS BARÓN BEDOYA frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela impetrada contra la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-.

2.- DEMANDA 


De lo consignado en el escrito de tutela se extracta lo siguiente: (i) el accionante solicitó a la UARIV el pago de la indemnización administrativa a la que considera tener derecho en su condición de víctima del conflicto armado, con ocasión del homicidio de su hijo; (ii) mediante oficio recibido por él en marzo de 2018 esa entidad le indicó que debía anexar la documentación completa requerida; sin embargo, considera que ya cumplió con ese requisito al momento de presentar la solicitud en mención, la cual quedó radicada bajo el N° 131791; y (iii) el requerimiento de la accionada constituye una barrera para acceder al reconocimiento de la reparación que reclama.
Con fundamento en lo anterior, pide el amparo de sus derechos a la salud, a la vida digna y a la integridad personal; y, en consecuencia, se le ordene a la UARIV, que sin dilaciones, reconozca y ordene el pago de la indemnización administrativa reclamada.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1- La actuación fue asignada al Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes, despacho que admitió la acción y corrió traslado a la UARIV, entidad que no se pronunció al respecto.

3.2- Dentro del término constitucional y legal (septiembre 10 de 2018) el despacho de primer nivel negó la protección de los derechos invocados por el tutelante. Al efecto argumentó: (i) la UARIV en agosto 3 de 2018 requirió al accionante para que se acercara a llevar la documentación completa sobre el hecho victimizante, pero este no la aportó debido a que asegura haber cumplido con ese requisito desde la radicación de la petición de indemnización administrativa, lo cual debe tenerse por cierto en  virtud del principio de buena fe; (ii) no obstante que el actor se encuadre dentro de uno de los criterios de priorización en razón de su edad, la entidad cuenta con 120 días hábiles para hacer un pronunciamiento de fondo según lo establecido en el artículo 12 de la Resolución 1958/18; y (iii) en todo caso, de no acreditar los presupuestos mínimos para el estudio de la solicitud, se podrán suspender los términos de acuerdo a lo previsto en el canon 15 de la misma normativa.

4.- IMPUGNACIÓN

El accionante mostró su inconformidad con lo resuelto por cuanto considera que se encuentra en estado de extrema vulnerabilidad, con fundamento en lo consignado en el artículo 8 de la Resolución 1958/18, en atención a que tiene 74 años, y padece problemas de visión y de movilidad que le impiden trabajar.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Debe determinar la Sala el grado de acierto o desacierto de la decisión de primera instancia, en cuanto concluyó que en el evento sometido a estudio no se demostró una situación vulneradora de derechos causada por la UARIV.

5.2.- Solución a la controversia
En el caso sometido a estudio comparte la Sala que en efecto contrario a lo expuesto por el apelante, tal como lo determinó el juez de primer nivel, se advierte que la actuación de la accionada no atenta contra los derechos fundamentales del accionante. 
De entrada debe decirse que no se tiene conocimiento respecto de la fecha en la cual el señor JORGE JULIO BARÓN BEDOYA solicitó la indemnización administrativa a la UARIV, puesto que la deducida por el juez de primer nivel no tiene ningún soporte -julio 20 de 2018-, y resulta incluso incompatible con el  requerimiento que hizo esa entidad al actor en relación con esa petición en marzo de 2018.

En la comunicación enviada por la UARIV se le indicó que no había sido posible notificarlo por el correo 472 debido a que vive en una zona apartada, veredal o de difícil acceso, y por ello se hizo por intermedio del punto de atención de Pereira. De igual forma, se le manifestó que en virtud de la solicitud presentada por él, tendiente a que se le precisara cuándo se reconocería y ordenaría el pago de la reparación pedida, se le informaba que esa Unidad se encontraba en proceso de construcción del procedimiento para el acceso a la medida de indemnización administrativa para la vigencia 2018 y siguientes, conforme lo dispuesto por la Corte Constitucional en el auto 206/17, y por ello se le solicitaba se acercara a los puntos de atención o centros regionales para entregar la documentación completa requerida, en donde se le indicaría si le hacía falta algo para que lo aportara en una nueva cita.

Es oportuno señalar que el citado auto 206 la Corte Constitucional determinó que: “[…] La inexistencia de una ruta para acceder a la indemnización administrativa se traduce en que las autoridades no pueden dar una respuesta oportuna, de fondo, clara y precisa a las peticiones que solicitan información respecto de la entrega de la indemnización, que permita que las personas desplazadas tengan alguna claridad acerca de las condiciones en las cuales se va a materializar el derecho […], y se exhortó a los jueces de la República para se abstuvieran de impartir temporalmente órdenes relacionadas con reconocimientos económicos, y posponer las sanciones por desacato que exige su cumplimiento. 

Con posterioridad a ese requerimiento, y en acatamiento de lo dispuesto por el órgano de cierre en materia constitucional en el numeral séptimo del referido pronunciamiento, la UARIV profirió la Resolución 1958 de junio 06 de 2018, y conforme a lo señalado en el artículo 12 de esa normativa cuenta con un término de 120 días luego de radicarse la totalidad de la documentación. 
En este evento, no obstante no tenerse claridad respecto del momento en que se presentó la solicitud de indemnización administrativa, si puede inferirse que tuvo lugar antes de la vigencia de ese acto administrativo, y de acuerdo con artículo 15 de la misma, cuando la documentación se hubiese radicado en vigencia de la Resolución 848/14, y los interesados no hubiesen sido informados del estado del trámite, la UARIV emitirá decisión de fondo dentro de los 180 días siguientes a la fecha de su expedición –julio 06 de 2018-. En este evento el accionante fue notificado sobre el proceso de construcción del aludido procedimiento, y requerido para que aportara los soportes conforme a lo previsto en esa normativa, citación que no fue atendida por él.
Si se revisa el contenido del artículo 9 de la Resolución 1958/18, señala que las víctimas deben agendar una cita para radicar la solicitud mediante cualquiera de los canales de atención, y en la misma se le informará el trámite a seguir y los documentos que deben allegarse. Y el artículo 16 consagra que cuando la solicitud de indemnización no esté soportada en la documentación necesaria se requerirá al solicitante para que la complete, y se entenderá suspendido el término para resolver de fondo hasta que se anexe lo documentación completa, lo cual en todo caso deberá hacerse dentro de la vigencia de la Ley 1448/11.  Adicionalmente, la Ley 1755/15 que regula el derecho de petición, en su artículo 17 consagra que cuando la autoridad constate que la petición radicada está incompleta requerirá al peticionario para que la complete, lapso en el que se suspenderá el término, y de no aportar lo requerido ni pedir prórroga, se entenderá que ha desistido de la misma. 

En esas condiciones, si bien el artículo 20 del Decreto 2591/91 establece la presunción de veracidad frente a los hechos de la acción cuando la accionada no se pronuncia al respecto, como ocurrió en este caso, aquí no se sabe cuáles fueron los documentos presentados por el accionante ante la entidad, y en cambio sí se tiene conocimiento que la UARIV lo requirió para que se acercara a los canales de atención de la entidad, y de esa manera adelantar el trámite como actualmente está establecido, sin que hasta el momento se haya presentado.
Es cierto que el tutelante cumple con uno de los criterios de priorización establecidos en el artículo 8 del aludido decreto en razón de su edad -74 años-, aunque no se puede asegurar que la accionada conozca esa situación o cuente con un soporte de la misma, y de todas formas, no por ello puede pasarse por alto que debe acreditar los requisitos que le indique la Unidad de Víctimas para el estudio de la solicitud.
En conclusión, tal como se dijo en precedencia,  la UARIV no ha incurrido en la vulneración de las garantías fundamentales del actor; por tanto, se confirmará la decisión adoptada por el juzgado de primer nivel.
6.- DECISIÓN 


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión N° 2 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA
PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
   EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBAS

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ                  

Secretario
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